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Repartido  en forma ordinaria por  la oficina de Apoyo Judicial de los Jueces Administrativos del Circuito de Medellín, le correspondió a este Despacho conocer de la presente conciliación prejudicial, procede a pronunciarse este Juzgado en torno al acuerdo conciliatorio celebrado entre: el señor GUILLERMO LEON TOBON ECHEVERRI y la NACION- MINISTERIO DE DEFENSA – EJERCITO NACIONAL quien concurre en calidad de convocada, consignado en acta suscrita el dieciséis (16) de octubre de 2013. 
ANTECEDENTES
El señor GUILLERMO LEON TOBON ECHEVERRI, a través de apoderado judicial presentó solicitud de conciliación prejudicial al Procurador Delegado para que con citación de la NACION- MINISTERIO DE DEFENSA – EJERCITO NACIONAL se realice el Trámite de Conciliación Prejudicial, con base en los siguientes, 
HECHOS
Se resumen como sigue:

· El convocante señor GUILLERMO LEON TOBON ECHEVERRI es propietario del terreno con escritura publica No. 371, el cual fue ocupado por el Ejército Nacional ocasionándole daños en su infraestructura.
· Dicho convocante aduce que el bien fue declarado patrimonio cultural y arquitectónico del Municipio de Urrao y que durante los cinco años de la ocupación de las Fuerzas Militares le ocasionó perjuicios por el daño causado al inmueble y la imposibilidad de su explotación económica durante el tiempo que duró la ocupación, al no poder ni utilizar el predio para su uso personal viéndose imposibilitado para arrendarlo y poder de esta manera aprovecharlo económicamente. 

AUDIENCIA DE CONCILIACIÓN
La audiencia de conciliación prejudicial se realizó el día dieciséis (16) de octubre de 2013 a las 04:00 P. M. en el Despacho del Procurador 169 Judicial I para Asuntos Administrativos, entre las partes, a través de los apoderados acreditados y en representación de sus mandantes.

El apoderado de la convocada expresó:

“Me permito reiterar que en sección del día viernes 13 de septiembre de 2913 (sic), el Comité de Conciliación y Defensa Judicial de la entidad, decide con unanimidad conciliar con fundamento en la teoría jurisprudencial del riesgo excepcional, bajo el siguiente parámetro: Por perjuicios morales, para el señor Guillermo León Tobon Echeverri en calidad de propietario del inmueble el equivalente a setenta (70) smlmv. Por perjuicios materiales para el señor Guillermo León Tobon Echeverri la suma de diez millones once mil quinientos noventa y dos con cincuenta y dos centavos, las anteriores sumas serán canceladas de conformidad con el art. 192 y siguientes de la ley 1437 de 2011." (fl. 161 Vto.)
El apoderado de la convocante manifestó:

“Después de haber analizado la propuesta presentada por el Ministerio de Defensa mi cliente ha decidido aceptar en los términos presentados por el Ministerio la propuesta, solicito que una vez se apruebe la conciliación se realice el pago lomas pronto posible respetando los términos legales” (fl. 161 Vto.)
La Procuraduría Delegada encontró ajustado a derecho el acuerdo al que llegaron las partes, en cuanto contiene obligaciones claras, expresas y exigibles, en cuanto al tiempo, modo y lugar de su cumplimiento.  
CONSIDERACIONES
A. Sustento probatorio del acuerdo:

1. Solicitud de conciliación (fls. 1 a 8)
2. Poder otorgado por la parte convocante al apoderado judicial. (fl. 9 a 12).
3. Escritura Publica N° 571 de la Notaria Única del Circuito de Urrao (fls. 13 a 15).
4. Escritura Publica N° 371 de la Notaria Once del Circuito de Medellín (fl. 16- 23 y 24)

5. Acta de junta asesora (fl. 24 vto. y 25)

6. Certificado de existencia y representación legal de Agroindustrias Colombianas S.A. en Concordato (fls.26 a 28)

7. Certificado de la Gobernación de Antioquia (fl. 28 vto. Y 29)

8. Presupuesto realizado por el señor Héctor Manuel Londoño (fls. 20 a 42)
9. fotos (fl. 43 a 70)
10. Remisión de queja por la Personería Municipal de Urrao al Ejercito Nacional (fls. 71 a 75)

11. Notificación a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado de la solicitud de conciliación (fl.76 y 77)

12. Admisión de la solicitud de conciliación  (fl. 78)

10.  Poder otorgado por el apoderado de la parte convocada (f. 80 a 84)
13. Renuncia a los términos de ley para la realización de la audiencia de conciliación y aceptación por parte del Ministerio Publico (fl. 85 y 86)

14. Adición y Modificación a la solicitud de conciliación (fls. 90 a 119).

15. Declaración juramentada (fls. 120 a 133)

16. Avalúo comercial (Fl. 134 a 147)
17. Acta de conciliación N° 185 de 2013 (fl. 162). 
18. Acta de conciliación N° 261 de 2013 (fl.163)
19. Acta de conciliación N° 324 de 2013 (fl. 164)
20. Acta de conciliación N° 352 de 2013 (fl. 165 y 166)

21. Acta del Comité de Conciliación del Ejercito Nacional (fls. 167 a 186)

B. Requisitos de fondo del acuerdo conciliatorio:

La conciliación es un mecanismo alternativo de solución de conflictos por la cual dos o más personas naturales o jurídicas resuelven sus conflictos ante un tercero conocido como conciliador. La ley dispone, que los asuntos susceptibles de conciliación son aquellos que sean transigibles, desistibles y aquellos que expresamente determine la ley. 
Así mismo clasifica la conciliación en judicial y extrajudicial.  

De manera reiterada el Consejo de Estado ha señalado que el acuerdo conciliatorio prejudicial se somete a los siguientes supuestos de aprobación: 

a. La debida representación de las partes que concilian. 

b. La capacidad o facultad que tengan los representantes o conciliadores para conciliar. 

c. La disponibilidad de los derechos económicos enunciados por las partes. 

d. Que no haya operado la caducidad de la acción. 

e. Que lo reconocido patrimonialmente esté debidamente respaldado en la actuación. Esto es, que obren las pruebas que fundamenten las pretensiones que se aducen en la solicitud de conciliación.  

f. Que el acuerdo no resulte abiertamente lesivo para el patrimonio público (artículo 73  y 81 de la Ley 446 de 1998). 

El Despacho procede a determinar si se le debe impartir aprobación al acuerdo conciliatorio, una vez se haya verificado el cumplimiento de los anteriores supuestos, veamos: 

1. Respecto de la representación de las partes y su capacidad:  

Establece el Despacho que el convocante señor GUILLERMO LEON TOBON ECHEVERRI es representado por su abogado el Dr.  Ramiro de Jesús Gómez Benítez a quien otorgó poder especial para representarlo en el trámite conciliatorio con facultad expresa para conciliar (Fl. 9 a 11).
En el mismo sentido, y conforme a lo dispuesto por el Artículo 59 de la Ley 23 de 1991
 el cual fue modificado por el Artículo 70 de la Ley 446 de 1998, la NACION- MINISERIO DE DEFENSA – EJERCITO NACIONAL a través del Director de Asuntos Legales conforme Resolución N° 3200 del 31 de julio de 2009 otorgó poder a la Dra. Laura Inés Gómez Zea con expresa facultad de conciliar (Fl. 80). Así mismo obra en el expediente certificación expedida por el Comité de Conciliación de la entidad convocada en la que se desprende la correlación existente entre lo dispuesto en aquella y lo que fue conciliado en la audiencia llevada a efecto. 
2. Ausencia de caducidad:
Conforme a lo establecido en el artículo 164 literal I) numeral 2 del CPACA, el tema que fue objeto de acuerdo conciliatorio celebrado entre las partes tiene que ver con la reparación de los perjuicios ocasionados por el Ejército Nacional por la ocupación del inmueble de propiedad del convocante, para lo cual el termino de caducidad es de dos (2) años contados a partir del día siguiente al de la ocurrencia de la acción u omisión causante del daño; en el caso que nos ocupa el Teniente Coronel Juan Fernando Londoño Gutiérrez de conformidad con el escrito visible a folio 169 da fe que desde diciembre de 2011 las tropas del batallón no han vuelto a estar en esas instalaciones, es decir que entre el cese de la ocupación y  la presentación de la solicitud no transcurrieron los dos (2) años. 
3. Del valor probatorio de las copias simples:
Advierte el Despacho que con la entrada en vigencia de la Ley 1437 de 2011, se permitía que las partes aportaran los documentos que tenían en su poder en copia, sin importar que los mismos fueran elaborados por aquéllas, por terceros o inclusive que provinieran de una autoridad administrativa o judicial, sin embargo con la expedición del Código General del Proceso, dicha norma quedo derogada y así lo ha expresado el Consejo de Estado en sentencia del veintiocho (28) de agosto de 2013 radicado 05001-23-31-000-1996-00659-01(25022) C.P. ENRIQUE GIL BOTERO:
“Con la expedición de la ley 1564 de 2012 -nuevo código general del proceso- corregido mediante el Decreto 1736 de 2012, se derogó expresamente el inciso primero del artículo 215 de la ley 1437 de 2011, C.P.A.C.A. (…) al haber derogado el Código General del Proceso C.G.P., la disposición contenida en la ley 1437 de 2011, resulta incuestionable que las normas para la valoración de las copias son las contenidas en los artículos 252 y 254 del C.P.C., preceptos que mantienen vigencia, ya que sólo la perderán a partir del 1º de enero de 2014, según lo dispuesto en el artículo 627 de la codificación general citada.”

Con base en lo anterior el Despacho no otorgará valor probatorio al certificado de matrícula inmobiliaria visible a folios 185 y 186 allegado en copia simple sin observancia de lo dispuesto por el aún vigente artículo 254 del Código de Procedimiento Civil; como lo ha expresado el Consejo de Estado
: 
“Es necesario precisar lo concerniente a los documentos aportados en copia simple al proceso por el apoderado de la parte actora. 

Respecto al valor probatorio de las copias, el precedente jurisprudencial de la Sala ha precisado que, por expresa remisión que el artículo 168 del Código Contencioso Administrativo hace al régimen probatorio previsto en el Código de Procedimiento Civil, en cuanto a la admisibilidad, práctica y valoración de esta prueba documental, es aplicable el artículo 254 de este último, de acuerdo con el cual:

“Artículo 254.-Valor probatorio de las copias. Las copias tendrán el mismo valor probatorio del original, en los siguientes casos:

1. Cuando hayan sido autorizadas por notario, director de oficina administrativa o de policía, o secretario de oficina judicial, previa orden del juez, donde se encuentre el original o una copia autenticada.

2. Cuando sean autenticadas por notario, previo cotejo con el original o la copia autenticada que se le presente.

3. Cuando sean compulsadas del original o de copia autenticada en el curso de inspección judicial, salvo que la ley disponga otra cosa.” 

Norma esta que, como lo ha puntualizado la jurisprudencia,  guarda concordancia con el numeral 7º del artículo 115 del mismo estatuto, a cuyo tenor en materia de copias de actuaciones judiciales, “las copias auténticas requerirán auto que las ordene y la firma del secretario”, puesto que se trata, “…de un acto mixto o, si se quiere, de naturaleza compleja, habida cuenta que la autenticación de la copia de un documento que obre en un expediente judicial, reclama la participación del juez, en orden a posibilitar -mediante providencia previa- que la copia sea expedida con tal carácter, así como del secretario del respectivo juzgado, quien cumple la función de 'extender la diligencia de autenticación directamente o utilizando un sello', precisando 'que el contenido del documento corresponde exactamente al que tuvo a la vista', según lo establece el artículo 35 del Decreto 2148 de 1983, tras lo cual procederá a suscribirla con firma autógrafa, que es en lo que consiste la autorización propiamente dicha.”
  

Por su parte, el artículo 253 ibídem establece que los documentos deben ser aportados al proceso en original o en copias, sin presentarse ningún inconveniente frente a los documentos originales pues su condición los exime del cumplimiento de cualquier formalidad adicional para su valoración probatoria. Contraria es la apreciación frente a los documentos allegados a través de copias, los cuales por determinación de la ley procesal (artículo 254 del C. de P. Civil) sólo podrán adquirir el mismo valor probatorio que el documento original, al cumplir con la exigencia de la autenticidad de las mismas, la cual se adquiere ya sea por  “provenir de la autorización del funcionario ante quien reposa el original, o por la autenticación del notario previo cotejo con el original o la copia autenticada que se le presente, ya por la reproducción del original o de copia auténtica que se ordene en el curso de una inspección judicial”, lo que genera seguridad al juzgador frente a su producción. 

En consecuencia, las copias simples no son medios de convicción que puedan tener la virtualidad de hacer constar o demostrar los hechos que con las mismas se pretendan hacer valer ante la jurisdicción, en cuanto su estado desprovisto de autenticación impide su valoración probatoria, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 254 del C. de P. Civil  antes citado.” 

4. Falta de prueba del daño moral 

Frente a la prueba de los hechos que fueron señalados en la conciliación como generadores del daño moral, advierte el Despacho que frente a este tema se ha pronunciado el Consejo de Estado encontrando posible derivar perjuicios morales por la pérdida de bienes; así lo manifestó en sentencia del cinco (5) de octubre de 1989:
“Es cierto que dentro de los perjuicios indemnizables se comprenden los morales, entendiendo por éstos el dolor y la tristeza que el hecho dañoso ocasiona a quien sufre el daño, pero también aquí tanto la jurisprudencia como la doctrina están acordes en que tratándose de daño a las cosas ese dolor o tristeza debe tener envergadura suficiente como para justificarse su reparación y que en todo caso debe ser demostrado, pues no se presume”
. (Negrilla fuera de texto)
Específicamente en cuanto a la prueba de ese daño moral, ha recalcado dicha corporación que:

“la especial naturaleza de este perjuicio implica su cabal demostración, sin que resulte suficiente para darlo por existente (y en consecuencia, para considerarlo indemnizable( con probar la titularidad del derecho y la antijurídica lesión del mismo imputable a una autoridad pública.”
 (Negrilla fuera de texto)
De manera que frente al caso concreto será menester recurrir a las pruebas obrantes en el expediente, a fin de establecer si las mismas otorgan al Despacho certeza sobre la existencia y justificación del perjuicio moral reconocido.

Tales pruebas, en el presente caso, consisten en las declaraciones juramentadas extra proceso aportadas por la parte convocante las cuales no constituyen plena prueba dentro del presente asunto, ya que el artículo 299 del C.P.C establece que:  
“Los testimonios para fines no judiciales, se rendirán  exclusivamente ante notarios o alcaldes. Igualmente los que  tengan fines judiciales y no se pida la citación de la parte contraria; en este caso, el peticionario afirmará bajo juramento, que se considera prestado con la presentación del escrito, que sólo están destinados a servir de prueba sumaria en determinado asunto para el cual la ley autoriza esta clase de prueba, y sólo tendrán valor para dicho fin.”  
Igualmente, en relación con las declaraciones extrajuicio que se reitera que  las mismas carecen de valor probatorio, debido a que no fueron ratificadas por los declarantes previo juramento de ley como lo exigen los artículos 229, 298, 299 del Código de Procedimiento Civil, por tanto carece de eficacia probatoria.

Así las cosas es evidente que no hay prueba de la existencia de los perjuicios morales que dice haber sufrido el convocante, toda vez que su existencia no está acreditada en el expediente para su reconocimiento.
Igualmente, respecto de la prueba en la conciliación prejudicial la jurisprudencia, con fundamento en la ley, ha considerado que la conciliación administrativa debe tener soporte probatorio suficiente. En el examen a la viabilidad y razonabilidad de la conciliación, el papel de la jurisdicción no puede ser de mero espectador; debe también dar cuenta la legalidad del acuerdo. Al respecto ha dicho el Tribunal Contencioso Administrativo de Antioquia, con ponencia del Dr. Jorge Octavio Ramírez Ramírez:


"Al Juez, como homologador, le corresponde  también mirar dos aspectos, los cuales se quieren relievar: Uno referido a la existencia de la responsabilidad  contractual misma y otro al quántum o monto del arreglo.

Al primero, va dirigido el requisito objetivo: validez del negocio jurídico, entre otras cosas porque parte del supuesto de la responsabilidad contractual del ente público.  Si ella en verdad no existe no hay causa jurídica, lo que vicia de nulidad el acuerdo. Esto para citar un ejemplo.

Y el segundo, porque dentro de su rol, el juez debe examinar si el acuerdo  afecta o "lesiona" el patrimonio estatal, para lo cual debe examinar también el daño, su naturaleza, intensidad,  el monto de los perjuicios, su certeza etc.… “(Negrillas del Despacho) 
Conclusión.
Por los argumentos expuestos con anterioridad se concluye que no es viable la aprobación de la conciliación que pretende el pago de los perjuicios materiales y morales por la ocupación de un inmueble por parte del Ejercito Nacional, toda vez que en el expediente no obra prueba que fundamente los perjuicios morales ni se acreditó titularidad del derecho con documento original o copia autentica de conformidad con la normatividad vigente, y por ello su reconocimiento daría lugar al detrimento del patrimonio publico.
En mérito de lo expuesto, el JUZGADO VEINTIDÓS ADMINISTRATIVO ORAL DE MEDELLÍN, 
RESUELVE:

PRIMERO: IMPROBAR el acuerdo conciliatorio al que llegaron las partes, mediante audiencia de conciliación prejudicial celebrada el día dieciséis (16) de octubre de 2013 ante la Procuraduría 169 Judicial I Administrativa.

SEGUNDO: DEVUÉLVANSE los anexos a la parte interesada sin necesidad de desglose.
TERCERO: En firme esta providencia, pase el expediente para su archivo previa anotación en el sistema de gestión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

GERARDO HERNÁNDEZ QUINTERO

JUEZ

NOTIFICACIÓN POR ESTADO


JUZGADO VEINTIDÓS ADMINISTRATIVO ORAL DE MEDELLÍN





CERTIFICO: En la fecha se notificó por ESTADO el auto anterior.


Medellín, 21 de noviembre de 2013  Fijado a las 8:00 A.M.





JULIETH OSORNO SEPULVEDA


Secretaria 








� “Art. 59 Ley 23 de 1991: Podrán conciliar, total o parcialmente, en las etapas prejudicial o judicial, las personas jurídicas de derecho público, a través de sus representantes legales o por conducto de apoderado, sobre conflictos de carácter particular y contenido económico de que conozca o pueda conocer la jurisdicción de lo Contencioso Administrativo a través de las acciones previstas en los artículos 85, 86 y 87 del Código Contencioso Administrativo.





PARAGRAFO 1o. En los procesos ejecutivos de que trata el artículo 75 de la Ley 80 de 1993, la conciliación procederá siempre que en ellos se hayan propuesto excepciones de mérito”.


3 [3] Al respecto, el parágrafo 2 del art.61 de la Ley 23 de 1991 dispone: “No habrá lugar a conciliación cuando la correspondiente acción haya caducado”


4 [4] Así lo estipula el art. 136 del CCA. que expresa “(…) 10. (…) En los siguientes contratos el término de caducidad se contará así (…) c)En los que requieran de liquidación y ésta sea efectuada de común acuerdo por las partes, a más tardar dentro de los dos (2) años, contados desde la firma del acta”. 


� Consejo de Estado, Sentencia del    Radicado No. 76001-23-25-000-1998-05212 (20560), M.P. Jaime Orlando Santofimio Gamboa


� Cfr. Corte Suprema de Justicia, Sala de  Casación Civil,  Sentencia de 22 de abril de 2002, Exp. 6636. 


� Consejo de Estado, sentencia del 11 de noviembre de 2009, radicado No. 76001-23-31-000-1996-02035-01(17119) M.P. Mauricio Fajardo Gómez.


� Consejo de Estado, sentencia del 4 de diciembre de 2006, radicado No. 52001-23-31-000-1996-07633-01(15351) M.P. Mauricio Fajardo Gómez.


� Consejo de Estado- Sección Tercera, sentencia del 19 de noviembre de 2008. Rad  07001-23-31-000-2000-00348-01(28259) C.P. Ramiro Saavedra Becerra.





